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PRESIDEN: Señores Representantes Javier García, Presidente y Gustavo Rombys (ad-hoc). 
MIEMBROS: — Señores Representantes José A. Amy y Heber Bousses. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Nelson Alpuy, Julio Bango, Aramis Miguez y Jorge Pozzi. 


INVITADOS: Por el Ministerio de Defensa Nacional: doctor Jorge Menéndez, Subsecretario; señor Jorge 
Delgado, Director General de Secretaría; doctor Alfredo Maeso, asesor jurídico y Capitán 
de Navío Daniel Quevedo. 


Por la Dirección Nacional de Infraestructura Aeronáutica, Coronel Aviador Jorge Cappi, 
Director. 


SEÑOR PRESIDENTE (García).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


—Agradecemos la presencia del Subsecretario de Defensa Nacional, señor Jorge Menéndez, y de la 
delegación que lo acompaña. En el día de hoy vamos a analizar algunos temas que quedaron pendientes de la 


sesión pasada, referidos a la Dirección Nacional de Aviación Civil e Infraestructura Aeronáutica DINACIA y 
a las denuncias de la Asociación Civil de Pilotos de Línea Aérea ACIPLA, que motivaron la presencia de 
PLUNA la semana pasada. Pedimos disculpas al señor Subsecretario, que concurrió la semana anterior pero, 
por razones de funcionamiento de la Cámara que él conoce bien, no pudimos recibirlo en esa oportunidad. 


También nos interesa conocer la opinión del Ministerio acerca del proyecto presentado por el señor Diputado 
Gloodtdofsky, relativo a la policía militar del Ejército, y sobre la iniciativa del Poder Ejecutivo referida a la 
protección y vigilancia ante hechos de contaminación en áreas jurisdiccionales. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- Como siempre, es un gusto y un honor 
concurrir a esta Casa y, en particular, a esta Comisión de Defensa Nacional, que sabemos que trabaja 
permanentemente por el destino de la defensa nacional de nuestro país. 


El proyecto que tenemos a estudio, presentado en abril de 2010, propone la creación de la policía militar del 
Ejército y encomienda al Ministerio de Defensa Nacional la misión de custodia y seguridad de sedes y 
representaciones diplomáticas permanentes y especiales en nuestro país. De acuerdo con el artículo 2*, 
también se encomienda al Ministerio la misión de seguridad de las fronteras secas del territorio nacional. 


Se crea el Batallón de Policía Militar del Ejército a los efectos de cumplir con la misión asignada y, según lo 
dispuesto por el artículo 5%, se establece que, en cumplimiento de las tareas estipuladas, los efectivos de las 
Fuerzas Armadas portarán armamento orgánico y actuarán bajo sus mandos naturales, de acuerdo con las 
disposiciones vigentes. 


Vamos a hacer dos tipos de apreciaciones: algunas de carácter institucional, relativas a la visión del 
Ministerio de Defensa Nacional y del Comando del Ejército, y otras que implican una evaluación jurídica del 
proyecto. 


A modo de introducción debemos decir que, por distintas consideraciones, el Ministerio de Defensa Nacional 
no está de acuerdo con el articulado ni con el concepto global de este proyecto, que fue presentado en abril de 
2010. Entendemos que lo que se plantea ya está establecido en distintas normas de nuestra legislación que 
son de aplicación efectiva. También hay decretos habilitantes para el cumplimiento de las funciones a las que 
se hace referencia. 


Según se establece en la exposición de motivos, este proyecto tiene como objetivo fundamental mejorar las 
condiciones de seguridad global y particular de ciertas áreas, vinculadas con las fronteras secas y, en 
particular, con la atención de las misiones diplomáticas permanentes y transitorias de nuestro país. Se trata de 
que personal del Ejército Nacional atienda estas misiones en forma orgánica, en la órbita de sus mandos 
naturales y con el material orgánico que corresponda para actuar en esos casos. 


El Gobierno nacional y el Ministerio de Defensa Nacional, en acuerdo con el Ministerio del Interior, han 
tenido especial preocupación por el tema de la seguridad en nuestro país en distintas áreas. Una es muy 
específica y particular, pues implica la custodia perimetral de los centros carcelarios, lo que se ha ido 
ampliando con distintos decretos. Sin entrar al fondo del asunto, esta tarea ha significado mejoras desde el 
punto de vista del objetivo planteado, que es evitar que quienes están privados de libertad puedan evadirse de 
los centros carcelarios. En este momento, más de quinientos funcionarios del Ministerio de Defensa Nacional 
están abocados a esa tarea en un número importante de centros carcelarios que ha ido incrementándose. 


Por otra parte, como todos ustedes saben, el Ministerio de Defensa Nacional lleva adelante tareas en lo 
relativo a la jurisdicción propia de la Policía Aérea Nacional y en lo que tiene que ver con las tareas que se 
realizan como auxiliares de la Justicia y como Policía por la propia Prefectura dependiente del Comando de 
la Armada Nacional. 


Además, por distintas circunstancias puntuales se ha requerido y se ha otorgado el pasaje de funcionarios del 
Ministerio de Defensa Nacional al Ministerio del Interior, en un mecanismo que aún hoy estamos transitando 
porque no ha estado exento de dificultades en lo que tiene que ver con la formalidad del proyecto y del 
procedimiento. De todas maneras, estamos cumpliendo con ellos. 


A ese respecto, establecí condiciones que, a nuestro entender, deben ser puntuales. Pensamos que el 
Ministerio del Interior, en el transcurso de este quinquenio, va a contar con los medios técnicos y 
profesionales como para poder atender con su propio personal todo lo necesario para la seguridad de nuestro 
país. Los aportes han sido múltiples, y creemos que con este proyecto de ley no vamos a avanzar en el 
sentido del objetivo planteado sino que, por el contrario, vamos a crear una serie de circunstancias que 
pueden terminar siendo dificultades en la seguridad y en el desempeño de las funciones que se asignarían al 
Ministerio de Defensa Nacional. 


El Comando del Ejército Nacional nos ha realizado un informe en el que se incluye una evaluación según la 
cual, de acuerdo con una consulta que se realizó a la Oficina Nacional del Servicio Civil, existen cuarenta y 
cuatro representaciones diplomáticas y veinticinco organismos internacionales. Estas cifras no incluyen la 
totalidad de los puntos a cubrir de acuerdo con el proyecto de ley, pero se estima que es una cifra muy 
significativa. En todos los casos, los puntos a cubrir están ubicados en zonas urbanas densamente pobladas, 
hecho que no es menor. 


Antes de establecer un despliegue para atender estas circunstancias que determina el proyecto de ley se 
debería realizar un estudio de seguridad del eventual despliegue de efectivos. Según nuestro criterio, también 
se debería delimitar una zona militar para amparar legalmente al personal en cumplimiento de la misión. Esto 
se visualiza como inviable dada la naturaleza jurídica de las sedes o residencias, desde el punto de vista del 
Derecho Internacional Público, y por estar insertos en un área urbanizada, lo que dificultaría cuando no 
impediría dado el espacio físico llevar a cabo las tareas a esos efectos. 


En estos casos, se necesitaría actuar por lo menos con una fracción de personal que debería emplear un grupo 
de fusileros constituidos por un sargento al mando, dos cabos y seis soldados con su armamento orgánico el 
cual, si fuera con calibres de guerra, no está recomendado para su empleo en la ciudad en tiempos de paz. 


Además, en estas circunstancias como establecí anteriormente existe una reducción de efectivos por razones 
presupuestales. Todos sabemos lo que ha significado el no llenado de vacantes, el traslado al Ministerio del 
Interior, más de dos mil efectivos desplegados en misiones de paz y su relevo previsto en este caso se trata 
del Ejército para los meses de diciembre y enero, la custodia perimetral de establecimientos, el permanente 
apoyo a la comunidad en todo el país y, en ciertos casos, la existencia de vacantes en algunas divisiones. La 
situación económica que vive el país y los salarios, que no llaman al ingreso a las Fuerzas, hacen que la 
cantidad de personal disponible no sea la adecuada para poder atender esta misión. 


Por otra parte, para llevar a cabo cualquier misión de estas características se requiere una capacidad 
específica con recursos humanos y materiales también específicos. Me refiero a personal instruido, 
seleccionado, entrenado específicamente, con uniformes y armamento acordes a esas circunstancias, 
instalaciones adecuadas no se trata de parar una fracción en la vereda de una misión militar, lo cual 
significaría, en alguna medida, la militarización de un área sumamente importante de nuestra ciudad, según 
plantea el proyecto de ley en cuestión. 


Por otra parte, el artículo 4” del proyecto establece: "Créase el Batallón de Policía Militar del Ejército (...)". 
Debemos decir que en la organización interna de nuestro Ejército ya existe un batallón de policía militar. 
También queremos mencionar aunque sin entrar a valorar su eficiencia y su organización, que el Ejército 
Nacional está llevando adelante la custodia de nuestra frontera seca. ¿Que pretendemos mejorarla? Sí. ¿Que 
pretendemos dotarla de mayores capacidades operativas? Sí. ¿Que pretendemos que tenga más personal? 
También. ¿Que creemos que es un área sensible de la defensa nacional? Obviamente, por distintas 
circunstancias conocidas por todos. 


Esos son algunos de los objetivos del Ministerio. Creemos que vamos a avanzar con buen pie en ese sentido. 
Desde el punto de vista político general e institucional, esta es la posición del Ministerio respecto a este 
proyecto de ley. 


El doctor Maeso dará la visión jurídica sobre esta iniciativa, dado que integra nuestro departamento jurídico y 
en este caso funge como asesor del Ministro. 


SEÑOR MAESO.- Tal como adelantó el señor Subsecretario, hemos realizado un pormenorizado 
análisis del proyecto desde el punto de vista de su formulación jurídica. La visión que tenemos al 


respecto es crítica en el sentido de que muchas de las soluciones que se proyectan en esta iniciativa ya 
están contempladas en el ordenamiento jurídico y a nivel reglamentario, tal como veremos en un breve 
repaso que haremos más adelante. En consecuencia, una de las objeciones sería que con esta iniciativa 
se duplicarían soluciones, con el agravante de elevar al rango de ley aspectos que por su naturaleza 
deberían quedar reservados al ámbito reglamentario del Poder Ejecutivo. Por eso tenemos una visión 
crítica del proyecto. 


A través de esta iniciativa se pretende regular cuatro aspectos básicos. El primero de ellos es encomendarle la 
misión de custodia y seguridad de las representaciones y misiones diplomáticas. El segundo es asignarle la 
misión de seguridad de las fronteras secas de nuestro territorio. El tercero tiene que ver con la creación del 
Batallón de Policía Militar del Ejército. Por último, se hace referencia a un aspecto jurídico que tiene 
vinculación con estas eventuales misiones que se asignan: extender el régimen de la eximente 
responsabilidad previsto en el artículo 77 de la Ley_N* 17.243, que refiere al cumplimiento del deber. 


Desde el punto de vista general, las competencias en materia de seguridad interior y exterior están asignadas 
a nivel constitucional al Poder Ejecutivo, y este las ha desconcentrado en los Ministerios del Interior y de 
Defensa Nacional. De acuerdo al artículo 5” del Decreto N* 574, de 1974, al Ministerio de Defensa Nacional 
se le ha asignado la función de seguridad en lo exterior, pero también de cooperación en la conservación y 
restauración del orden, la seguridad y la tranquilidad en lo interior. En ese sentido, la actual ley marco de 
Defensa Nacional acompaña este concepto en la medida que dentro de los cometidos que se asignan a nuestra 
Cartera está la conservación de la integridad del territorio y la contribución a generar las condiciones de 
bienestar presente y futuro a la población en este rol de colaboración en la seguridad interna. Dentro de las 
normas internas de nuestro Ministerio, por el Decreto N* 377 de 1998 se aprueba la estructura organizativa 
del Inciso y se desarrollan los objetivos estratégicos y los cometidos sustantivos del Ejército. Allí podemos 
ver cómo se concreta este concepto de colaboración a la seguridad interior, asignando competencias 
específicas a las Fuerzas Armadas, en particular al Ejército, en este tema. Dentro de los cometidos sustantivos 
hay una serie funciones específicas que pueden apreciarse en esta norma reglamentaria que, de alguna 
manera, es una especie de texto ordenado de normas de superior jerarquía que ya le habían asignado estas 
funciones. 


Dejando de lado este aspecto general del marco jurídico que regula las competencias del Poder Ejecutivo y 
en particular del Ministerio de Defensa Nacional en cuanto a la seguridad interior, y yendo a los aspectos 
concretos que se regulan en el proyecto de ley a estudio, el tema de la policía militar como bien decía el señor 
Subsecretario ya está regulado a nivel legislativo como un organismo con cometidos específicos dentro del 
Ministerio de Defensa Nacional. 


El artículo 39 del Ley Orgánica del Ejército, N* 15.688, establece: "El Servicio de Policía Militar de Ejército 
tendrá por misión apoyar las operaciones del Ejército manteniendo la disciplina y el orden, haciendo cumplir 
las leyes, Decretos y Reglamentos que le sean encomendadas". A su vez, este organismo específico creado 
por ley ha sido objeto de reglamentación. En la actualidad, está recogido en el Decreto N* 213, del año 1999, 
que refiere a la creación del Batallón de Policía Militar del Ejército, que depende directamente del Comando 
General del Ejército. 


Por lo tanto, el organismo que se propone crear a través de este proyecto de ley ya tiene existencia en las 
normas jurídicas que acabo de mencionar, es decir, en la ley y en la norma reglamentaria, que le asigna su 
organigrama y sus competencias específicas. De manera tal que en este aspecto creemos que el proyecto 
podría ser sobreabundante, ya que, reitero, pretende crear algo que ya existe a nivel jurídico. 


En lo que respecta a las otras cuestiones que regula el proyecto referidas a asignar a las Fuerzas Armadas la 
custodia de las misiones diplomáticas, como bien prevé el autor del proyecto en su exposición de motivos, 
eso ya está recogido a nivel jurídico en normas reglamentarias. De alguna manera, el autor del proyecto 
funda su iniciativa en el hecho de elevar a rango legislativo soluciones que hoy existen a nivel reglamentario. 
En tal sentido, en lo que respecta al tema de cárceles, ya hay normas administrativas y legislativas, como la 
Ley N” 18.717, recientemente aprobada, que regula este especial cometido, y por tanto no tiene objeto 
referirnos a él en esta instancia. 


En cuanto a la asignación de las competencias en materia de custodia de representaciones diplomáticas, tal 
como se dice en el propio proyecto, ya existe regulación en el Decreto N* 378 del año 1997, cuya vigencia ha 


sido permanentemente prorrogada y en el día de hoy podemos afirmar que dicha norma reglamentaria está 
vigente. Es una norma que ha tenido sucesivas prórrogas pero la reciente prórroga ha sido sin fecha. Por tanto 
podemos concluir que tiene plena vigencia. Esta norma encomendó a los Ministerios del Interior y de 
Defensa Nacional la coordinación en tareas de seguridad en las sedes y misiones diplomáticas permanentes y 
especiales, locales consulares, locales de organismos internacionales y locales de misiones y delegaciones de 
los organismos internacionales que el Poder Ejecutivo establezca. 


A su vez, el legislador y esta norma previeron el tema de la aplicación de la eximente de responsabilidad del 
artículo 77 de la Ley N* 17. 243. 


Hecho este "racconto" normativo, encontramos que como ya lo adelantamos nosotros y también el señor 
Subsecretario muchas de las soluciones que se proponen en esta norma proyectada ya tienen recepción a 
nivel legislativo, y sobre todo a nivel reglamentario. Creemos que ese debería ser el camino jurídico a 
transitar puesto que en esta materia la competencia es del Poder Ejecutivo. Por lo tanto, si bien eso puede 
admitir la existencia de normas legales que la regulen, la cuestión que tiene que ver con la rigidez que un 
instrumento legal da a soluciones que deben ser más ejecutivas podría conspirar contra la eficacia de las 
soluciones proyectadas. En ese sentido, en la medida en que el Poder Ejecutivo ya ha reglamentado estas 
competencias, creemos que debería concluirse que el proyecto respecto a estas cuestiones resultaría 
sobreabundante. A una idéntica conclusión deberíamos arribar en cuanto al tema de la defensa de la frontera 
seca, que también son aspectos que están recogidos en normas legales y reglamentarias, de forma tal que el 
proyecto en ese sentido no aportaría mayores soluciones a las que ya existen. 


Por último, en lo que refiere a hacer extensiva a todos estos cometidos la eximente de responsabilidad 
prevista en el artículo 77, podría haber alguna cuestión en la que el proyecto pudiera tener eficacia. Quizás la 
solución que se propone no es la más adecuada desde el punto de vista jurídico. Lo que habría que hacer sería 
modificar el artículo 77 y no hacerlo a través de una norma que regula cuestiones y competencias que ya han 
sido asignadas. Reitero que habría que reexaminar el artículo 77 de la Ley N* 17.243 y darle una redacción 
un tanto más amplia, a fin de que no se refiera exclusivamente a la custodia de cárceles y ver si existe mérito 
como para hacerlo extensible a otros cometidos del orden público, que eventualmente se puedan asignar a las 
Fuerzas Armadas, de acuerdo con las normas reglamentarias que acabo de comentar en forma genérica. 


En conclusión, la visión que se tiene de parte de los servicios jurídicos del Ministerio de Defensa Nacional es 
crítica en cuanto al articulado por los aspectos que acabo de mencionar. Se trata de soluciones que de alguna 
manera ya están recogidas, muchas a nivel legislativo y básicamente a nivel de normas reglamentarias. 
Estimamos que desde el punto de vista constitucional y de la materia específica objeto de regulación, debería 
mantenerse a ese nivel normativo, puesto que de otra forma se consolidarían aspectos en normas rígidas que 
requieren de cierta ejecutividad y cierto nivel de apreciación, que es propio de la labor del Poder Ejecutivo, 
tal cual prevé el ordenamiento jurídico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar el segundo punto del orden del día que tiene que ver 
con el proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo sobre "Protección y vigilancia ante hechos de 
contaminación en aguas jurisdiccionales". 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- El Poder Ejecutivo en setiembre de 2011 ha 
presentado un proyecto de ley que pretende ampliar de alguna forma lo ya establecido en la Ley 
N* 16.688 de 22 de diciembre de 1994 para nosotros de suma importancia a través de disposiciones 
relativas a un régimen de prevención y vigilancia ante posibles contaminaciones en aguas de 
jurisdicción nacional. Mediante este proyecto de ley, que tiene como origen el Ministerio de Defensa 
Nacional, y en particular nuestra Prefectura Nacional Naval, se trata de ampliar el régimen de 
prevención y vigilancia, haciéndolo extensivo a la posible contaminación que en aguas de jurisdicción 
nacional puedan provocar buques, aeronaves, artefactos navales, como también las que puedan 
emanar del propio territorio, creándose el Sistema Nacional de Control de Derrame de Contaminantes. 
O sea que se amplía un universo de actores, y en definitiva se trata de preservar un sistema que para 
nosotros es de fundamental importancia así como para toda la humanidad. Esto se da en un área de 
jurisdicción específica, que tiene que ver con las aguas marítimas, fluviales y lacustres de nuestro país. 
Cuando se habla de un Sistema Nacional de control de derrames y contaminantes se piensa en distintas 
organizaciones públicas y privadas que tienen que ver con nuestro quehacer nacional como, por 


ejemplo, Ministerios de Defensa Nacional, Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, así 
como también otros organismos de carácter público y privado relacionados con esta actividad. 


Este proyecto de ampliación también hace referencia a un sistema de multas, a un sistema de seguros de 
cumplimientos de contratos y de responsabilidades, tanto por parte de dueños de barcos como de armadores, 
en definitiva, a un sistema que trata de avanzar en una materia que es muy importante para el país, que ha 
cambiado desde el momento en que nuestras aguas portuarias han tenido una actividad mucho mayor que la 
que tenían tiempo atrás. 


Creemos de orden hacer la presentación de este proyecto ante la Comisión de Defensa Nacional. 


Voy a solicitar al Capitán de Navío que amplíe en las áreas sustanciales vinculadas con este proyecto que hoy 
estamos presentando a nivel parlamentario. 


SEÑOR QUEVEDO.- Como dijo el señor Subsecretario, el objetivo fundamental de este proyecto es 
"aggiornar" un marco jurídico que fue creado en el año 1994. Tanto es así que esta ley fue creada 
solamente para prevenir los derrames de hidrocarburos. 


En 2002 Uruguay ratifica un protocolo de un convenio que ya había sido ratificado. El protocolo prevé la 
cooperación, preparación y lucha contra la contaminación de sustancias nocivas y potencialmente peligrosas. 
¿Qué son sustancias nocivas y potencialmente peligrosas? Todo lo que contamina el mar que no es 
hidrocarburo o alguno de sus derivados. Es decir que se amplió el espectro de elementos contaminantes del 
mar. Uruguay ratificó ese convenio, que es un protocolo del convenio anterior y, a partir de allí, la Ley 

N? 16.688 quedó obsoleta para nuestro marco jurídico. 


En 2008 se empezó a estudiar la posibilidad de adaptar el nuevo marco jurídico y se llega al proyecto que hoy 
estamos presentando aquí. 


Quiero señalar dos o tres fortalezas de este proyecto. 


Como dije, se amplía el sistema de prevención puesto que antes solo se consideraban a los hidrocarburos y 
ahora pasamos a contemplar todas las sustancias nocivas potencialmente peligrosas. 


En la ley de 1994 solamente se preveía la contaminación proveniente de buques, aeronaves y artefactos 
navales. Como bien lo dijo el Subsecretario recién, ahora también se prevé la contaminación proveniente de 
fuentes terrestres. Como se sabe, hay muchos elementos contaminantes que provienen de tierra. A veces, 
aparecen manchas en jurisdicción de la Armada y, se termina investigando en la parte de tierra y transfiriendo 
la competencia a la DINAMA. Precisamente, en este proyecto se prevé que se investigue pero que por sus 
competencias, sea transferido a la Dirección Nacional de Medio Ambiente. Este es un cambio. Debemos 
señalar que todo esto esta previsto en la Convención de las Naciones Unidas sobre Derechos del Mar; 
convenio que fue ratificado por Uruguay a través la Ley N* 16.287. 


Otra de las fortalezas de este proyecto es que crea una figura que ya existe a nivel mundial. Se exige a los 
armadores o a los propietarios de los buques que para poder operar en cualquier terminal portuaria o en aguas 
jurisdiccionales uruguayas se deba tener cobertura por parte de una empresa en respuesta a la prevención de 
contaminación. Es decir que si se aprueba este proyecto, en Uruguay habrá empresas que tendrán que trabajar 
en la prevención de contaminación y realizar contratos con los barcos que operen en los distintos puertos del 
país. Esta es una herramienta que ya se utiliza a nivel mundial. Lamentablemente, nosotros venimos un poco 
atrasados. De hecho, en la República Argentina, esto está vigente desde 1998. Entendemos que se trata de 
una buena herramienta porque ante un caso de contaminación, el Estado no tendrá sobre sí toda la presión 
para actuar inmediatamente. Ahora será la empresa la que deba actuar en forma inmediata. Por supuesto que 
el Estado siempre tendrá el control y podrá actuar en caso de que la o las empresas no lo hagan. 


Toda la iniciativa es sumamente interesante, pero quería realizar una síntesis y comentar algunos aspectos. A 
diferencia de lo que se establecía en la ley del año 1994, acá se prevé que el Sistema Nacional, que fue 
creado por la Ley N” 16.688, supervise y no actúe en forma inmediata. Es decir que las empresas son las que 
tendrán que actuar en forma inmediata. El Estado controlará y actuará. Se establece, en caso de producirse un 
derrame, la puesta en ejecución de medidas de neutralización, efectuando la supervisión de la limpieza de las 


aguas al Sistema Nacional dentro de su jurisdicción o interviniendo directamente en la limpieza del área 
afectada para el restablecimiento a posterior en el medio acuático y costero de las condiciones anteriores. 
Ahora se abre ese estadio intermedio en el sentido de que se puede exigir a una o varias empresas que 
mitiguen el incidente de contaminación. Hoy si hay un incidente de contaminación debe actuar el Estado. 


Ante un desastre natural existen distintas técnicas para combatir la contaminación. Si bien se puede provocar 
un incendio para destruir el elemento contaminante, siempre quedan algunos. A partir de ahora, existe la 
posibilidad de que, previa autorización de la DINAMA, haya empresas que tengan instalaciones de recepción 
y tratamiento de estos desechos producto de los incidentes de contaminación. 


SEÑOR AMY.- Adelanto que me parece oportuno y comparto en líneas generales el proyecto y todo lo 
que, de alguna manera, contribuya a responsabilizar. Aquellos que no lleven adelante una política 
ponderada con el medio ambiente, tienen que pagar. Como lo expresa aquel viejo pensamiento: el que 
contamina, paga. 


Quizás la pregunta esté más referida al asesor legal; usted dispondrá, señor Subsecretario. Aclaro que no es 
una crítica sino una consulta. Hay una vieja historia, no tanto con respecto a la determinación de la 
responsabilidad efectiva, sino en cómo esas responsabilidades establecidas pasan a la sanción, la que se 
efectiviza a través del pago de una multa o no. ¿Por qué? Porque en todo esto que tiene que ver con el 
Derecho Marítimo fundamentalmente hay toda una industria fluctuante de abogados itinerantes que se 
dedican a defender este tipo de causas. Hay muchos antecedentes, quizás no tanto en el tema de la 
contaminación aunque también hay y muy grandes, por las cifras que se manejan, sino en lo que tiene que ver 
con las flotas pesqueras extranjeras que están pescando en aguas territoriales sin las autorizaciones 
necesarias. Vemos que esos casos pasan muchos años en los juicios y, muchas veces, el Estado no es 
resarcido e, inclusive, debe apelar porque se hace una contraofensiva legal contra él. 


He estado leyendo que se prevén sanciones de acuerdo con la gravedad del caso, cosa que comparto, pero la 
pregunta es si efectivamente vamos a evitar que se monte una industria para hacer esto bien escurridizo y de 
escaso cumplimiento. O sea que habría que apuntar a que quien contamine sea quien cargue con los costos 
como debe ser y no que el Estado deba hacer una erogación para cubrir un error que no cometió. Hablo de los 
casos en los que se hace contaminación ex profeso o de los supuestos accidentes generados porque, a la hora 
de operar, no se ha tenido las previsiones necesarias. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- Tengo entendido que en algunos de los 
artículos de este proyecto de ley está establecido... 


SEÑOR AMY.- Perdón, eso lo tengo claro, pero la pregunta apunta a saber cómo venimos con la 
experiencia de la sanción y el resarcimiento efectivo. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Rombys) 


SEÑOR QUEVEDO.- Gracias a Dios, en nuestro país, salvo el caso del San Jorge, el 1? de febrero de 
1997 si no me falla la memoria, no ha habido grandes incidentes. 


Diariamente, en el Puerto de Montevideo, que es el de mayor movimiento a nivel nacional dejando de lado el 
tema de granos, por si alguien de Nueva Palmira nos escucha, porque sabemos que en esa área ese es el de 
mayor movimiento la Prefectura pone multas, en virtud del marco jurídico que está vigente, que es bastante 
subjetivo y difícil de aplicar. Es mucho más tangible en el día a día. 


Hoy hay un sistema de cobertura de seguros para las flotas mundiales y los buques sin seguro no entran a 
puerto. Antes de que un barco entre a puerto, tiene que mandar la documentación y si ella no es chequeada y 
autorizada, no puede entrar. Tenemos los seguros y hay una organización montada respecto de la cobertura de 
los seguros, lo que nos dice que esos eventos son cobrables. Es más: se ha cobrado y es algo bastante rápido; 
no es algo complicado. Por supuesto que las bibliotecas existen, como en todo orden de la vida. 


En definitiva, en el tema de la contaminación, no hemos tenido problemas. 


SEÑOR BOUSSES.- El tema me quedó claro; es relativamente fácil controlar lo referente a los 
derrames en el mar. Acá se había planteado el tema de los derrames desde la costa. Por lo que ustedes 
plantearon, a los armadores, buques, etcétera, se les va a exigir que tengan contratada a una empresa 
para que, ante una emergencia, se haga primariamente cargo del tema. 


Lo que me preocupa son las empresas que están en la costa porque, sistemáticamente, esos contaminantes se 
vuelcan al mar. ¿Quién se va a encargar del relevamiento de toda la industria que, por lo general, provoca los 
derrames en el mar? ¿Será la DINAMA? ¿Será en coordinación con el Ministerio de Defensa Nacional? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- Eso se ha creado por la Ley_N” 16.688 y, a 
través de esta iniciativa, se le da una mayor amplitud en cuanto a su funcionamiento. En el caso de los 
derrames que puedan provenir desde tierra, la DINAMA tiene una actuación preponderante y también 
actúa la Prefectura Nacional Naval en todo lo que tiene que ver con la evacuación de las sustancias 
nocivas; pero obviamente, la DINAMA, a través del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, es la que tiene responsabilidad en esa materia. 


Quiero agregar que con la posible aprobación de esta iniciativa avanzamos bastante. A partir de que Uruguay 
cuente con esta ampliación de la Ley_N? 16.688, ya no estará un paso atrás sino uno adelante en la defensa 
del medio ambiente y del ambiente biológico marino, fundamentalmente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está a consideración el tercer punto del orden del día: "Dirección Nacional 
de Aviación Civil e Infraestructura Aeronáutica. (DINACIA)". 


SEÑOR AMY.- Para situarnos en este tema, quiero decir que esto comienza con la comparecencia de 
una delegación de ACIPLA, que hizo una serie de consideraciones. La Comisión entendió oportuno 
contar con la presencia de los distintos actores que fueron mencionados en esas declaraciones. 


Uno de los temas era la contratación de pilotos extranjeros, cosa en la que se ha avanzado mucho y se llegó a 
un acuerdo con la intervención del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; así lo informó la delegación de 
PLUNA. 


Una de las cosas pendientes es la siguiente. La delegación de ACIPLA reiteró varias veces que la DINACIA 
había sido por llamarlo de alguna manera condescendiente en la aplicación de ciertas dispensas, lo que, en lo 
personal, nos llamó la atención. Así como escuchamos a la delegación de ACIPLA, nos parecía bueno darle 
la oportunidad a la DINACIA para que explicara su posición y, en caso de ser ciertas esas afirmaciones, 
dijera por qué lo había hecho. Esa fue la razón por la que se hicieron las tres convocatorias: a ACIPLA, 
PLUNA y DINACIA. Como siempre esta Comisión ha dado a todos la oportunidad de expresarse, me pareció 
muy bueno que hoy completáramos la rueda de comunicaciones. A su vez, cuando vuelva ACIPLA, le vamos 
a informar: "Usted dijo tal cosa, pero nosotros recabamos la información de que en este tema pasó esto". 


Reconocemos la amabilidad del Subsecretario y del Coronel Cappi, quienes asistieron a la Comisión pero 
como sabrá el Subsecretario, viejo conocedor del funcionamiento parlamentario, no pudimos sesionar 
conjuntamente con la Cámara. Esa fue la razón por la cual no los atendimos y, en ese sentido, les pedimos 
disculpas. 


SEÑOR CAPPLI.- En la invitación al señor Ministro de Defensa Nacional se mencionan los cambios en 
las reglamentaciones, por lo tanto me voy a referir a ellos. 


Las primeras reglamentaciones de la DINACIA se establecieron en el Decreto N* 183, de 19 de junio de 
2001. Lo que respecta a tiempos de vuelo y servicios para la aviación se encuentran en el 61235. 
Antiguamente esto se hacía por decreto del Poder Ejecutivo, con acuerdo entre las partes y los diferentes 
Ministerios. 


También se ha dicho que se hicieron modificaciones posteriores. La única modificación se realizó en el año 
2003, a través de la Resolución N* 407/03, que establece cambios en los cuadros de tiempo de vuelo y 
servicio. Desde ese año al día de hoy, teniendo en cuenta que en la aviación se manejan tiempos bastante 
ágiles, no ha habido cambios significativos. Es cierto que en reiteradas oportunidades ha habido intentos de 


parte de las empresas para realizar modificaciones, disminuir los tiempos de descanso y aumentar las horas 
de vuelo, pero nunca accedimos a realizarlas. 


Además, desde el año 2003 la Dirección Nacional de Aviación Civil e Infraestructura Aeronáutica cuenta con 
la Resolución N* 1.808 del Poder Ejecutivo, que permite cambiar las reglamentaciones que tienen valor de 
decreto. En el año 2001, los decretos fueron aprobados por el Poder Ejecutivo, como corresponde, pero no 
nos permitían hacer modificaciones. La Organización de Aviación Civil Internacional, según sus normas y los 
métodos que recomienda, tiene una velocidad que no hace posible que para cambiar ciertas cosas debamos 
hacerlo a través del Poder Ejecutivo. Por lo tanto, como no podíamos acompañar eso cambios en la aviación, 
el Poder Ejecutivo entendió esa necesidad y delegó en la DINACIA la potestad de realizar los reglamentos 
aeronáuticos uruguayos, que tienen valor de decreto luego de cumplir con las publicaciones en el Diario 
Oficial y de tener la aprobación del Ministerio de Defensa Nacional. 


Reitero que desde el año 2003 al día de hoy no ha habido cambio de reglamentación. 


En mi opinión, en estos años estuvimos ante dos PLUNA diferentes. Una de ellas tenía más componente del 
Estado y los pilotos no llegaban a cumplir el cien por ciento de las reglamentaciones; actualmente la empresa 
tiene más componente privado y quizás está exigiendo que se cumplan las horas que establece la 
reglamentación. Pienso que de pronto esto es lo que genera las observaciones. 


Soy oficial activo de la Fuerza Aérea, estoy trabajando en Aviación Civil desde el año 1996 y conozco 
bastante el tema, por lo que puedo decir que no ha habido cambios significativos. 


La orientación que en su momento se dio a las reglamentaciones, tratando de no tocar los logros obtenidos 
con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, se inspiró en las reglamentaciones chilenas. En el año 1993 
la OACT realizó proyectos en diferentes áreas con algunos países. Se nombró a Chile para la parte de 
personal aeronáutico que corresponde al Anexo I. Asimismo, Brasil corresponde al Anexo VI, que refiere a 
operaciones, y a Argentina le tocó el Anexo VIII, que refiere a aeronavegabilidad. La OACI tiene dieciocho 
pilares denominados Anexos, el último hace referencia a mercancías peligrosas y transporte sin riesgos sin 
mercancías peligrosas. 


Nosotros, para realizar la modificación del año 2003, nos inspiramos en el país que la OACI tenía como 
punto focal en la parte de personal aeronáutico. Siempre se pueden hacer las cosas mejor, pero hasta el día de 
hoy no ha habido ninguna modificación. 


Cuando el nuevo operador de la empresa PLUNA nos solicitó varias modificaciones, muchas de ellas estaban 
inspiradas en lo que más favorecía a la empresa, por ejemplo, las reglamentaciones de Australia o Estados 
Unidos si buscamos otras veremos que van a estar favoreciendo a los pilotos, pero como no hubo acuerdo 
entre las partes, nunca realizamos los cambios. 


SEÑOR AMY.- En la visita que hace algunos días nos hicieron integrantes de PLUNA se argumentó 
como algo más avanzado y "aggiornado" a los tiempos aeronáuticos tomar como referencia las 
reglamentaciones de Estados Unidos o Canadá porque, si no recuerdo mal, uno de los integrantes 
representa a Jazz Airlines, de Canadá. Por lo tanto, me queda la duda de qué es lo que nos conviene 
más, es decir si "aggiornarnos" a las más dinámicas, que a su vez pueden ir en contra de los intereses 
de las tripulaciones, o mantenernos en el medio. 


SEÑOR CAPPI.- Me reuní con el delegado de Jazz Airlines, que es una de las empresas que tiene parte 
de las acciones de PLUNA 


Uno de los temas de mayor controversia tiene que ver con los diez días de descanso y el mes fijo. En ese 
sentido, ACIPLA no quiere acceder a ningún cambio. Esa era la postura anterior a la firma del acuerdo en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que tuvo lugar el 26 de setiembre. 


Por los nuevos sistemas, a PLUNA le complica bastante realizar su programación cuando se trata de treinta 
días corridos. PLUNA debe tener diez días de vacaciones en los meses corridos. Asimismo, a nosotros, como 
autoridad aeronáutica, se nos complica comprobar que eso se cumpla. Sería más fácil si fuera del 1* al 30 o 
31 de un mes, pero ACIPLA no accede a esta propuesta y se toman meses corridos. Por lo tanto, el sistema de 


PLUNA está complicado. Le hemos hecho la propuesta a ACIPLA y se ha negado, con una postura bastante 
rígida. 


Les he dicho a la empresa y a ACIPLA que si se ponen de acuerdo, teniendo en cuenta las potestades de la 
Dirección Nacional de Aviación Civil e Infraestructura Aeronáutica, no tengo problema en cambiar todas las 
reglamentaciones de acuerdo con las normas internacionales. Pero quiero recalcar que la Organización de 
Aviación Civil Internacional, que es la que promueve todos los Anexos, es muy diplomática. Ella establece 
que cada Estado debe tener su reglamentación, pero todos sabemos que los temas laborales son un poco 
difíciles y hay que tener en cuenta que estamos hablando de 190 países con culturas diferentes. |Entonces, las 
reglamentaciones y los Anexos los hacen para esos 190 países. Imaginen cómo será para países muy 
apartados, con culturas muy diferentes a la nuestra. 


Ellos dicen que hay que hacer determinadas cosas y dan pautas genéricas, pero no establecen exactamente, 
por ejemplo, si hay que volar diez horas y descansar tres. Eso sería espectacular y no estaríamos discutiendo 
estas cosas. Pero no es así y tenemos que arreglarnos. La forma de hacerlo es ver lo que se hace en países 
desarrollados, que son pilares en la materia. Por otro lado está lo que se logra en el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. Ellos no pueden trabajar ocho ni seis horas; hay que trabajar más horas y descansar más 
horas. Es una actividad diferente de otras que hay a nivel nacional; eso lo entendemos todos. 


SEÑOR AMY.- En vista de las libertades que se dan y del margen que dejan las sugerencias, según su 
opinión profesional, como cabeza de esta Dirección, ¿qué sería más recomendable en este caso? 


SEÑOR CAPPI.- En el mes de setiembre la Organización de la Aviación Civil Internacional que tiene 
su sede desde 1944 organizó un foro en Montreal, del que participaron la empresa PLUNA y la 
autoridad aeronáutica, a pesar de que estábamos un poco restringidos. Enviamos a un experto 
encargado de operaciones de vuelo. La experiencia resultó sumamente interesante pero, a efectos de 
redondear la idea, debo decir que todo se basa en la confianza entre las partes. Estamos hablando del 
hemisferio norte y del hemisferio sur; no queremos referirnos a los conceptos de derecho en uno y otro. 


Por ejemplo, desde ACIPLA se dice que alguien durmió arriba del avión o que no tuvo los diez días de 
descanso. Yo, como autoridad aeronáutica, no sé qué hace el piloto cuando se va a la casa. ¿Descansa las 
ocho horas o hace otra actividad? ¿Quién me va a decir eso? ¿Fue a volar sin dormir o tuvo otras actividades 
de trabajo? Es un tema de profesionalismo. Usted dispone de una licencia, tiene una responsabilidad y lleva 
almas a bordo; también hay almas en superficie que pueden ser afectadas. O sea que cada uno es dueño de su 
licencia y la empresa y cada uno de nosotros debemos tener la conciencia de que somos profesionales de la 
aviación. Yo no puedo estar en la casa con cada uno a ver si se acuestan o hacen otra cosa; nadie puede 
hacerlo. El Estado no tiene esa capacidad; es un tema de profesionalismo y de convencimiento de cada 
persona. 


Por supuesto que la autoridad va a fiscalizar y a controlar lo que dice la empresa. También atenderá las 
denuncias de los pilotos; para eso tenemos una Junta de Infracciones a la que me referiré después, por otro 
tema. Con respecto a lo que sabemos, actuamos, pero si no sabemos, es imposible. 


El otro punto tiene que ver con el tema de la empresa Aerovip, que está fuera de la Dirección. Es una 
empresa de otro país, con otros problemas; está fuera de nuestra competencia. Se conoce lo que es público, 
pero voy a pasarlo por alto porque reitero que está fuera de nuestra competencia y que no corresponde a esta 
Dirección Nacional hacer consideraciones al respecto. 


Nosotros podemos habilitar pilotos extranjeros. Eso es lo que nos permite la ley a través del Código de 
Aeronáutica y de nuestra base del año 1974. Esto está contemplado en el artículo 83, que establece que puede 
haber pilotos extranjeros si se convalida su licencia en nuestro país. La convalidación implica el 
reconocimiento de la licencia extranjera, con su certificado médico y con las habilitaciones que tenga. Eso 
pasa por un proceso que hace personal aeronáutico y si en la comprobación hay alguna duda, la OACI 
recomienda que se llame a la autoridad. También contamos con el Decreto N* 325, de 1974, que menciona 
que la convalidación puede tener dos años, a criterio de la autoridad. 


Estamos frente a una necesidad clara. Sabemos que hay más de treinta pilotos volando en Copa y que 
tenemos muchos más volando en LAN Perú; también hay pilotos volando en Jordania. La verdad es que hay 


un tráfico importante. A PLUNA se le han ido algunos de los mejores comandantes a Jordania, porque allí 
pagan US$ 12.000 o US$ 14.000. También en Copa pagan más. Yo le dije a la gente de PLUNA: "Ustedes 
son una gran escuela de comandantes de líneas aéreas. La Fuerza Aérea es el semillero, de ahí pasan a las 

empresas de menor porte, al taxi aéreo, luego seguramente van a PLUNA donde la calificación sale cara y 
después salen al exterior". 


Tenemos muchos pilotos afuera. Sería ilógico que no habilitáramos a los pilotos extranjeros y que nuestros 
aviones quedaran parados en tierra. Hay que buscar el equilibrio, esa palabra nos gusta a todos, pero a veces 
es un poco difícil concretarla. 


Reitero que tenemos la posibilidad de habilitar a pilotos extranjeros; así lo establecen la ley y el Decreto 
N* 307. 


La contratación de los pilotos extranjeros y la evaluación que hace la empresa no nos compete; cada empresa 
tiene su política y su test psicotécnico. Conozco las experiencias de los pilotos uruguayos, porque tengo 
muchos amigos en la Fuerza Aérea que están volando afuera; estamos hablando de coroneles de más de 50 
años de edad a los que están tomando, lo que antiguamente era impensable, porque la vida útil de un piloto va 
hasta los 65 años de edad. Pero si un piloto pierde el test psicotécnico de determinada empresa nosotros no 
podemos decir nada. Tengo un amigo que se presentó en LAN Chile y perdió el psicotécnico, pero nosotros 
no podemos decir nada. Ahora lo dio en PLUNA como dicen por ahí y está volando. Les puedo decir el 
nombre, porque es mi amigo: es el último Director de Circulación Aérea, Coronel Jackson. Repito: perdió el 
psicotécnico en LAN y entró acá. Lo menciono porque siempre dicen que acá pierden y que afuera salvan; yo 
tengo el ejemplo contrario, y es de un caso cercano. Reitero que la contratación y la política no son nuestras. 


En cuanto a los requisitos exigidos a los pilotos extranjeros, ya dijimos que convalidamos lo que establece la 
otra autoridad, de acuerdo con lo que establece el Convenio de Chicago, de 1944. Le damos nuestra licencia 
por el tiempo que sea y con la habilitación que tenga. 


Se plantea que los controles de la DINACIA deben ser efectivos. Al respecto, diré que recibimos de la 
empresa las planillas con los tiempos de vuelo, de servicio y de descanso. Hemos controlado esto y el 
resultado es que está correcto. Claro que pueden mentirnos, pero si no hay una denuncia escrita no podemos 
salir a cazar brujas. Pero reitero que controlamos las operaciones sobre las que la empresa nos ha informado 
y hasta el día de hoy no hemos tenido inconvenientes. 


Se hace otra observación con respecto al criterio de selección de los pilotos extranjeros y sus salarios. Yo ya 
le dije a los señores Lepra y Campiani, con quienes he hablado, que los salarios son un problema de ellos y 
que, si pagan menos que la región, no van a detener el flujo y los pilotos se les van a seguir yendo para 
Centroamérica hacia Copa y LAN o para Jordania, que fue el destino del último Jefe de Seguridad de Vuelo, 
señor Gadea, que es un comandante de muchos años. O sea que no solo hay pocos pilotos acá sino que, 
además, se van los que se van formando. 


Por otro lado, se dice que a los pilotos extranjeros no les hacemos controles "antidoping", que es una 
modalidad que surgió en los últimos dos o tres años. La DINACIA tiene la posibilidad de hacer controles 
"antidoping" aleatorios. Precisamente, se han realizado estos controles a 17 pilotos; si quieren verlos, están 
en la DINACIA. Los extranjeros tienen controles "antidoping". 


Se plantea la incorporación de tres nuevas aeronaves. Según la resolución del 28 de setiembre, por convenio 
se habilitó a 24 comandantes y 2 copilotos. Esta resolución responde a un pedido de PLUNA. A fines de 
setiembre se vencían ocho habilitaciones. La resolución salió en concordancia con ACIPLA a la que le dimos 
vista y con PLUNA. Ese tema quedó laudado hasta 2013; dimos la habilitación por dos años, tal como lo 
pidieron. Ellos buscan un sistema sustitutivo por el que vayan pasando copilotos a comandantes. Hoy 
PLUNA no tiene ningún copiloto en condiciones de volar como comandante. Nadie puede entrar de 
comandante, salvo que ya tenga la habilitación del avión, o sea que tienen que entrar como copilotos, 
completan una determinada cantidad de horas y después pasan a ser comandantes. Repito que hoy PLUNA 
no tiene ningún copiloto que pueda pasar a comandante, porque por más que haya gente que entró con 
muchas horas, siempre primero tienen que ser copilotos. 


Actualmente PLUNA no tiene ningún copiloto preparado para pasar a Comandante y por más que hay gente 
que ha entrado con muchas horas de vuelo, siempre primero deben ser copilotos. Por lo tanto, en este 


momento no hay nadie que pueda actuar como tal. Nosotros habilitamos veinticuatro Comandantes mediante 
una resolución en la que estuvieron de acuerdo ACIPLA y la empresa. Dicha resolución la firmé el día 28, es 
decir, que se rigen por ella para hacer una progresión hasta el año 2013. En la medida en que tengan 
Comandantes uruguayos, tendrán que ir sacando comandantes extranjeros. 


Por otra parte deseo comentar una denuncia de un piloto que vino con una habilitación como instructor 
calificación de otros países que nosotros revalidamos y reconocimos así como también se reconoce la nuestra 
pero luego PLUNA lo pasó a copiloto. En este caso, quizás esta persona estaba mal calificada en su país o 
PLUNA es más exigente. Eso no lo vemos mal, porque quien está directamente conviviendo con ese 
tripulante es PLUNA. La autoridad no está ahí adentro. 


Entonces, si PLUNA vuela con un instructor y entiende que las calificaciones afectan la seguridad, desde 
nuestro punto de vista a nosotros nos parece perfecto que lo pase a copiloto y que no sea el responsable de la 
aeronave. Quizás luego de volar como copiloto determinada cantidad de horas podrá pasar a ser un buen 
comandante nuevamente. Esa es una decisión de la empresa. Nosotros vemos esto con buenos ojos porque 
quiere decir que la empresa le hace un seguimiento a los pilotos extranjeros a efectos de que tengan las 
condiciones debidas para llevar adelante el avión. 


Asimismo, hubo una denuncia por un evento de turbulencia en el que intervino un piloto extranjero. Si bien 
esto no fue denunciado en su momento, ACIPLA lo manifestó y ese piloto pasó a la Junta de Infracciones, 
que es bastante nueva en nuestra organización. Dicha Junta fue creada por una observación de la 
Organización de Aviación Civil Internacional en una de sus auditorías. El mencionado piloto fue procesado y 
sancionado y PLUNA ya lo retiró. No sé si le van a poder cobrar, pero esa persona tiene su sanción 
económica y en este momento no se encuentra en el país. 


Es cuanto tenía para manifestar. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la delegación por la información brindada. 


(Se retira de Sala la delegación del Ministerio de Defensa Nacional y de la Dirección Nacional de Aviación 
Civil e Infraestructura Aeronáutica) 


——— Nos ha quedado pendiente el proyecto de ley relativo a la Policía Militar del Ejército. 


Por lo tanto, propongo que el orden del día de la próxima sesión, que será el 1” de noviembre, tenga como 
primer punto del orden del día el proyecto de ley relativo a la Policía Militar del Ejército presentado por el 
señor Diputado Gloodtdofsky y como segundo punto la iniciativa de Protección y Vigilancia ante hechos de 
contaminación en aguas jurisdiccionales, que fue presentada por el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de 
Defensa Nacional. 


En lo personal, creo que podríamos avanzar en la consideración de estas iniciativas en lo que queda del año, 
ya que no tenemos muchos temas pendientes. 


(Apoyados) 


SEÑOR BOUSSES.- Quiero hacer una aclaración con respecto a la pregunta que hice al señor 
Subsecretario sobre el proyecto y las responsabilidades de la DINAMA. 


En realidad, cuando ellos plantean el tema de la responsabilidad, uno de los primeros pasos es que la empresa 
el armador o lo que fuera se haga cargo del primer impacto. Es decir que deberá tener contratada a una 
empresa que se haga cargo de la limpieza de los derrames. Pero esto no solo tiene que ver con lo que pasa en 
el mar sino también en los afluentes y demás. Entonces, la DINAMA va a tener que hacer un relevamiento de 
todas las empresas que tiran desechos y obligarlas a seguir los mismos pasos, es decir, que tengan una 
aseguradora o un primer mecanismo de contención. Luego entrará en acción la DINAMA. 


Digo esto porque el proyecto habla en general básicamente se concentra en los barcos y en los armadores, 
que sería la parte más fácil de controlar, y hay otra parte muy importante, que es la del control de las 
industrias. Lo más probable es que esto se instrumente por la vía de la reglamentación, pero en este marco 
general debería quedar claro que no solo va a afectar a ese tipo de actividad. 


SEÑOR AMY.- Entiendo y comparto lo planteado por el señor Diputado Bousses, pero el problema es 
que el proyecto refiere a aguas jurisdiccionales, y nos tenemos que expedir sobre eso. A lo mejor lo que 
podemos hacer después es enviar una nota al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente manifestando que, dada la modificación de la Ley_N” 16.688 y ante los testimonios 
recogidos, nos parece bueno que la DINAMA haga un relevamiento emulando lo que plantea este 
proyecto. 


Por otra parte, con respecto al proyecto de ley relativo a la creación de la Policía Militar, solicito a los 
miembros de la Comisión me permitan comunicarle al Diputado proponente las consideraciones vertidas en 
Sala. Recabaremos la posición de la bancada y traeremos una contestación formal para la próxima sesión, a 
fin de poder dar trámite a esta iniciativa. 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


